SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 028
RADICACIÓN:  660013109001 2025 00005 01
ACCIONANTE:   GLADYS M. VIVAS DE VARGAS
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO DE PETICIÓN / CONTENIDO

DERECHO DE PETICIÓN – Contenido.

… Debe recordar la Corporación que el derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada, cuando la autoridad o persona que atiende el servicio público y a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, siete (7) de marzo de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación N° 268
Hora: 1:00 p.m.

Radicación: 66001310900120250000501
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Subdirector de Defensa Judicial Pensional (E) de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social- en adelante UGPP-, frente el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida por la señora GLADYS MARIELA VIVAS DE VARGAS, en contra de entidad impugnante.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la accionante, se puede concretar así: (i) en septiembre 16 de 2024 se radicó ante la UGPP solicitud de sustitución pensional; (ii) hasta la fecha de presentación de la acción, la entidad no había ofrecido respuesta, pese a que transcurrieron más de cuatro (4) meses.
Solicitó la protección de sus derechos fundamentales de petición y debido proceso; en consecuencia, se ordene a la UGPP que proceda a dar respuesta clara, precisa, congruente y de fondo a la solicitud de sustitución pensional.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado admitió la acción de tutela -auto de enero 27 de 2025- y dispuso correr traslado de la misma a la UGPP.
3.2.- El Grupo Cumplimientos Subdirección de Defensa Judicial Pensional de la UGPP aportó la documentación de la actuación administrativa derivada de la solicitud de marzo 23 de 2023, con la cual se definió la sustitución pensional reclamada por la aquí accionante y su hijo JUAN JOSÉ VARGAS ALONSO con ocasión al fallecimiento del señor JOSUÉ GREGORIO VARGAS SOLER, oportunidad en la que, mediante resolución RDP 009815 de abril 27 de 2023, se reconoció la prestación económica al joven JUAN VARGAS, en tanto negó el derecho reclamado por la señora GLADYS VIVAS. 

Además, se aportó copia de la Resolución No. 1338 de diciembre 24 de 2024, mediante la cual la Dirección General de la UGPP suspendió los términos administrativos entre diciembre 31 de 2024 y enero 11 de 2025, inclusive.
3.3.- El procurador judicial delegado en lo penal, mediante escrito de enero 28 de 2025, emitió concepto favorable para el amparo de tutela deprecado por la parte accionante, al considerar que en el caso se vulneró el derecho de petición invocado, ya que la UGPP tenía cuatro (4) meses para resolver la solicitud en materia pensional y no lo hizo. 

3.4.- El despacho, mediante providencia de enero 30 de 2025, amparó el derecho fundamental de petición de la señora GLADYS MARIELA VIVAS DE VARGAS, por lo que le ordenó a la UGPP que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia, procediera a dar respuesta de fondo a la solicitud que envió la accionante en septiembre 09 de 2024.

Para llegar a la anterior determinación, la juez a-quo argumentó que, bajo los lineamientos legales -Ley 717/01- y jurisprudenciales, la UGPP contaba con dos (2) meses para atender la petición de la señora GLADYS VIVAS, pues se trataba de una solicitud de sustitución pensional, y para el momento de la presentación de la tutela dicho término se encontraba vencido sin existir respuesta. 

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno, el Subdirector de Defensa Judicial Pensional (E) de la UGPP impugnó el fallo y pidió su revocatoria. Subsidiariamente, pidió ampliar el plazo otorgado para expedir el acto administrativo que corresponda y se vincule al trámite constitucional al joven JUAN JOSÉ VARGAS ALONSO, actual beneficiario único de la prestación que reclama la accionante. 

Al efecto, argumentó que el derecho prestacional que persigue la señora GLADYS VIVAS ya fue definido, según resolución RDP 09815 del abril 27 de 2023, acto administrativo en el que se le negó la sustitución pensional a la accionante y que le fue notificado oportunamente. La interesada no ha agotado la vía judicial ordinaria para controvertir la decisión administrativa. 
El plazo de 48 horas para expedir el acto administrativo en el presente caso es insuficiente, ya que la Ley 1204/08 (art. 4) prevé la fijación de un edicto emplazatorio por el lapso de 30 días para que terceras personas que se consideren con derecho puedan hacer parte del trámite administrativo, exigencia legal que no puede omitirse, de manera que resulta imposible cumplir el fallo de primera instancia en el término otorgado, pues después de la publicación del edicto se continúa el proceso de estudio pertinente. En el caso concreto, sostuvo que el trámite de la accionante -rad. SOP202501000773- se encuentra en la etapa 20, el cual se agota para la publicación del edicto previo al acto administrativo que resuelva la petición de quien acciona.
Además, considera que la decisión que debe adoptarse en cumplimiento de la orden de primer nivel afectará al joven JUAN JOSÉ VARGAS ALONSO, como único beneficiario actual en un 100% de la pensión del causante, por lo que es necesaria su vinculación y hace necesaria la ampliación del término para cumplir la orden judicial. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Primero Penal del Circuito de esta capital, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, y 32 del Decreto 2591 de 1991.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto concedió el amparo pretendido por la señora GLADYS MARIELA VIVAS DE VARGAS. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, en los términos que lo pide la parte impugnante. 

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De la información arrimada al dosier, se aprecia que la señora GLADYS VIVAS reclama la protección de sus derechos fundamentales que considera vulnerados por parte de la UGPP, al no dar respuesta a la solicitud de sustitución pensional que radicó efectivamente en septiembre 16 de 2024.
El juzgado de primer nivel concedió el amparo de tutela al derecho de petición de la señora GLADYS VIVAS, al considerar que fue vulnerado por la UGPP, dado que la entidad superó el lapso de dos (2) meses otorgados por ley y no ofreció la respuesta de fondo a la solicitud prestacional.
No obstante, la UGPP impugnó la decisión porque, de un lado, en el año 2023 ya se le había resuelto a la accionante la sustitución pensional que reclama -res. RDP 009815 de abril 27 de 2023-, en tanto que la interesada no ha planteado controversia alguna contra ese acto administrativo por la vía judicial. De otro lado, señaló que el lapso de 48 horas es imposible de cumplir porque, de conformidad con la Ley 1204/08 (art. 4), en el trámite administrativo se debe realizar un edicto emplazatorio para dar la publicidad a terceros que consideren tener derecho en el asunto y puedan intervenir, además, debe vincularse al actual y único beneficiario de la prestación perseguida por la accionante, el joven JUAN JOSÉ VARGAS ALONSO, por lo que es necesario ampliar el plazo de respuesta. 

Conforme a las pretensiones del actor, es claro que se busca principalmente la protección del derecho fundamental de petición.

Debe recordar la Corporación que el derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada, cuando la autoridad o persona que atiende el servicio público y a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión.

En cuanto a la finalidad del derecho de petición, la Corte Constitucional en sentencia T-206/18 sostuvo:

“9. El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo solicitado”. En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se adscriben tres posiciones: “(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la respuesta al peticionario”. 

Además, la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”. El mismo artículo, en cuanto al término para resolverse las peticiones de documentos y de información, dispuso diez (10) días siguientes a su recepción, y para resolver consultas a las autoridades relacionadas con las materias a su cargo el término de 30 días.
Y en materia pensional, más concretamente en lo relativo a la sustitución pensional o pensión de sobrevivientes, que es la que reclama la actora a la UGPP, tenemos que el artículo 1º de la Ley 717 de 2001, dispone lo siguiente: “El reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes por parte de la entidad de Previsión Social correspondiente, deberá efectuarse a más tardar dos (2) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación que acredite su derecho”. 

En este asunto, la censura que plantea la parte impugnante aborda dos esferas: La primera, refiere que la pretensión de la accionante ya fue atendida en el año 2023, según resolución RDP009815 de abril 27/2023, cuando se le negó la sustitución pensional y, en cambio, se le reconoció el derecho al reclamante JUAN JOSÉ VARGAS ALONSO. 

Sin embargo, para el Tribunal tal argumento no es de recibo, pues la decisión adoptada en el año 2023 se ocupó de una petición anterior, en concreto de marzo 23 de 2023, según se verifica en la mencionada resolución, en tanto que ningún pronunciamiento ha realizado la entidad en respuesta a la solicitud que radicó la accionante en septiembre 16 de 2024, omisión con la cual vulneró la garantía fundamental del derecho de petición amparado.
Ahora, el segundo argumento recae en la imposibilidad de emitir un acto administrativo en el término de cuarenta y ocho (48) horas, establecido por el juez de primera instancia, pues argumentó que requiere dar cumplimiento al artículo 4 de la Ley 1204/08, esto es, efectuar la publicación de un edicto emplazatorio por el lapso de 30 días hábiles para que los terceros que lleguen a tener interés puedan intervenir en el trámite administrativo. Asimismo, requiere la vinculación de actual y único beneficiario de la prestación reclamada, el joven JUAN JOSÉ VARGAS ALONSO, quien puede resultar afectado con la decisión que llegare a adoptar la UGPP. 
Al respecto, la Sala advierte que el razonamiento del impugnante no es correcto, pues, de un lado, se tiene que la Ley 717/03 (art. 1) fijó de manera expresa el plazo de dos (2) meses para el “reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes por parte de la entidad de Previsión Social correspondiente [...]”, en tanto que la Ley 1204/08 es una normativa especial que se refiere a las sustituciones pensionales provisionales, trámite que no es aplicable al caso objeto de estudio, al menos no fue esa la petición. 

Según se aprecia, el yerro argumentativo del censor radica en que el edicto emplazatorio del que trata el artículo 4 de normativa en cita, en manera alguna difiere la expedición del acto administrativo con el que se resuelve la prestación reclamada, por el contrario, en tratándose de sustitucional pensionales provisionales -que no es el caso-, el artículo 3 ibidem, exige que la solicitud se defina dentro de los 15 días siguientes a su radicación, y el edicto emplazatorio se ordena en el acto mismo que reconoce la prestación provisional para que quienes se crean con derecho a la sustitución pensional presenten sus reclamaciones antes de definirse de manera definitiva, lo cual debe darse dentro de los 10 días siguientes al vencimiento previsto para tal publicación. 
En punto a la vinculación del joven JUAN JOSÉ VARGAS ALONSO, actual beneficiario de la sustitucional pensional que reclama la accionante, debe precisarse que es dentro del trámite administrativo que se debe garantizar su intervención, es decir, es responsabilidad de la UGPP en el impulso del procedimiento de rigor que debe notificar al interesado acerca de la reclamación de la señora GLADYS VIVAS y brindarle la oportunidad de pronunciarse en ejercicio de su derecho de defensa; de no haberlo hecho, lo cual no se acreditó en esta actuación, es un motivo más para colegir que existe una omisión lesiva del derecho de petición aquí amparado, dado que se ha dilatado sin justificación la respuesta a la solicitud prestacional de la accionante, pero también desconoce el debido proceso del beneficiario que percibe la prestación. 
Sea como fuere, el derecho fundamental discutido en esta acción constitucional concierne única y exclusivamente a su titular, la señora GLADYS VIVAS, en tanto la orden del juez de primera instancia exigió a la UGPP brindar una respuesta a la sustitución pensional reclamada, indistintamente si resultare favorable o no a las pretensiones de la accionante, siendo responsabilidad de la UGPP adelantar el trámite administrativo con observancia de las exigencias legales, incluso los términos establecidos para resolver las prestaciones sociales que le competen. 
Recuérdese que, en los términos del artículo 23 del Decreto 2591/91, en concordancia con el canon 27 ibidem, la autoridad que incurre en la omisión lesiva del derecho fundamental amparado dispone del plazo de 48 horas para expedir el acto administrativo de alcance particular y acreditarlo ante el juez para su resarcimiento. 
En esas condiciones, la Sala encuentra que la decisión objeto de censura está ajustada a derecho y, por consiguiente, se confirmará. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en enero 30 de 2025 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por medio de la cual se tuteló el derecho fundamental de petición del que es titular la señora GLADYS MARIELA VIVAS DE VARGAS, vulnerado por la UGPP. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA 
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
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